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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
REVOCATORIA DIRECTA – Actos Administrativos 

[…] la revocatoria directa puede definirse como una de las especies de extinción de los actos administrativos en sede administrativa. Esta especie de extinción se diferencia de otras, pues “se trata de un mecanismo de extinción del acto administrativo y de sus efectos que opera por la voluntad de la propia administración. […] Esta figura debe distinguirse […] de la anulación, que es la desaparición o extinción del acto por decisión de autoridad jurisdiccional”. Adicionalmente, sobre la particular manera en que el legislador ha reglamentado la revocación directa en Colombia, debe decirse que se trata de un mecanismo unilateral de la administración, otorgado para que esta revise sus propias decisiones.

REVOCATORIA DIRECTA – Acto de Apertura – Tesis 

Conforme al criterio adoptado en el Concepto C-633 de 25 de octubre de 2022, la interpretación que mejor se ajusta al cumplimiento de los fines de la contratación estatal es la tesis cuarta, en tanto que la presentación de las propuestas e incluso la publicación del informe de evaluación no muta ni transforma el carácter general que ostenta el acto de apertura del proceso de selección contractual, pues quien concurre al llamado a presentar una propuesta o manifestar interés en presentarla, reconoce que de por medio está la realización de los fines de la contratación esperada, sin poder esgrimir expectativa alguna que se oponga a esa realización del interés general derivada de su participación y el cumplimiento de los requisitos que le hagan merecedor de una determinación definitiva, y a sabiendas de ello presenta la propuesta, por lo tanto, la revocabilidad procede por cuanto es primordial y tiene preferencia la constatación del interés de la contratación, que no es otro que la garantía de las necesidades públicas frente a las expectativas negociales que nacieron respecto de los proponentes. 

DECLARATORIA DE DESIERTA – Procedencia – Selección objetiva
Según el numeral 18 del artículo 25 de la Ley 80 de 1993, la declaratoria de desierta “únicamente procederá por motivos o causas que impidan la escogencia objetiva” y debe adoptarse mediante acto administrativo que exprese, en forma detallada, las razones de la decisión. Esta Agencia ha señalado que esta norma, a falta de regulación especial, también se aplica a procesos distintos de la licitación, como la mínima cuantía, y que el acto que declara desierto el proceso debe señalar los hechos que dan lugar a la decisión y mostrar de qué modo esos hechos impiden la selección objetiva del contratista, como ocurre cuando no se presentan ofertas o ninguna cumple los requisitos del pliego de condiciones.
La jurisprudencia del Consejo de Estado ha precisado que la facultad de adjudicar o no un contrato estatal es reglada, por lo que “no cualquier hecho puede conducir a la declaratoria de desierta de un proceso de selección”, sino que es necesario que impida la selección objetiva de la propuesta dentro del marco dispuesto por el ordenamiento jurídico. Asimismo, ha indicado que la declaratoria debe estar suficientemente motivada, fundarse únicamente en motivos o causas que impidan la escogencia objetiva, y que la Entidad no está facultada para declarar desierta una selección contractual con el objeto de salvar o enmendar un error cometido por ella en la planeación del procedimiento de selección del contratista. Más recientemente, reiteró que “no se podrá declarar frustrado el proceso de selección por errores propios de la Administración”, de manera que la declaratoria solo procede cuando motivos o causas externos, y no imputables a la Administración, impiden la selección objetiva.
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Estimada señora Contreras: 
	
En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido en el artículo 4 de la Resolución 469 de 2025 expedida por esta Entidad, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente responde su solicitud de consulta de fecha 8 de octubre de 2026, en la cual consulta sobre los siguientes aspectos: 

[bookmark: _Hlk95313578]“II. Cuestionario y Fundamentación Jurídica 
1. Respecto a la existencia de directrices gubernamentales macro sobre bloqueo de recursos: 
¿Tiene conocimiento la Agencia de alguna directriz del Gobierno Nacional o algún pronunciamiento oficial de carácter general por parte del Ministerio de Hacienda y Crédito Público en cuanto al bloqueo de recursos que las entidades convocantes están informando en los actos de suspensión de procesos publicados en SECOP, o en respuesta a las solicitudes de expedición del certificado de registro presupuestal en contratos ya perfeccionados? De ser así, ¿cuál es el canal e instrumento idóneo de gestión contractual que deben desplegar las Entidades para salvaguardar el principio de planeación y la seguridad jurídica de los oferentes? 
2. Respecto a la viabilidad de la Revocatoria Directa del acto de apertura y el derecho de indemnización por daño antijurídico: 
En caso de que una Entidad Estatal licitante decida, con fundamento en el presunto bloqueo de fondos emitido por el Ministerio de Hacienda, revocar el acto administrativo de apertura del proceso de selección de manera posterior a la etapa de cierre (existiendo ofertas presentadas, con proponentes habilitados y con uno de ellos calificado en primer orden de elegibilidad):
 2.1 ¿Resulta jurídicamente viable la expedición de un acto de revocatoria directa bajo la exclusiva justificación de inconveniencia presupuestal sobreviniente, sin contar con el consentimiento previo, expreso y escrito de los oferentes que ya consolidaron una situación jurídica dentro del proceso, tal como lo exige el artículo 97 del CPACA? 
2.2 Al margen de que la Entidad cuente con la competencia para interrumpir la actuación precontractual en defensa del interés general, ¿se mantiene incólume el derecho del particular a ser indemnizado por los perjuicios causados por la ruptura de las tratativas? 
Para el efecto, solicito considerar que si bien la Sección Tercera del Consejo de Estado ha admitido que el avance del proceso no muta la naturaleza general del acto de apertura (Sentencia No. 58372 de 20211), lo cierto es que la jurisprudencia de dicha Corporación ha decantado el nacimiento del deber de reparar el daño lícito. En efecto, el Consejo de Estado, en Sentencia No. 31297 de 20142, dijo: 
“... al margen de que el acto de revocatoria sea legal, si con éste se causa un daño antijurídico, la administración está en la obligación de repararlo, en los términos del artículo 90 de la Constitución Política y el afectado puede solicitar su protección por la vía judicial, a través de la acción contencioso administrativa que resulte procedente.” (Resaltado fuera de texto original). 
Así mismo, en la hipótesis en que el oferente acuda al medio de control de reparación directa sin cuestionar la legalidad de la decisión administrativa de terminación anormal del proceso, la citada Sentencia No. 31297 de 2014 precisó el ámbito del interés indemnizable diciendo: 
“... generalmente el interés indemnizable se reduce al reconocimiento de los gastos en que incurrió el oferente en la elaboración y en la presentación de la propuesta y a la pérdida de oportunidad de haber celebrado y ejecutado otro contrato, perjuicios éstos que tienen relación con la terminación anormal del proceso de escogencia, pues al revocarse el acto de apertura del proceso de selección, por exclusiva voluntad de la entidad pública, se eliminó la legítima expectativa que tenían los oferentes de que el proceso de selección continuara y, ello es un hecho que desconoce la buena fe y la confianza legítima que debe gobernar el iter contractual.” (Resaltado fuera de texto original) 
A la luz de este marco jurisprudencial, ¿cuál es la doctrina oficial de la ANCP-CCE respecto al resarcimiento por daños causados en etapa precontractual en favor de los proponentes -en especial al que legítimamente ocupa el primer orden de elegibilidad-, cuando la revocatoria obedece a un hecho de la administración presupuestal del Estado? 
3. Respecto a la Declaratoria de Desierta por errores o negligencia de la Entidad Estatal: 
¿Resulta procedente que una Entidad declare desierto un proceso de selección pública bajo la argumentación de la ausencia o congelamiento sobreviniente de los fondos presupuestales, en aquellos escenarios donde ya se presentaron ofertas y existen proponentes plenamente habilitados, donde uno de ellos ocupa el primer orden de elegibilidad? 
Al respecto, pido a la Subdirección confirmar si se mantiene el concepto, en cuanto a los estrictos límites fijados por la normatividad reglamentaria y judicial, los cuales determinan que el acto de declaratoria de desierta tiene un carácter reglado y excepcional restringido por el artículo 25, numeral 18, de la Ley 80 de 1993, tal y como lo ha sostenido de forma pacífica la doctrina de esta misma Agencia en el Concepto C 716 de 2025, entre muchos otros:
 “… la entidad estatal al momento de declarar desierto el proceso de selección no está facultada para declararla con el objeto de salvar o enmendar un error cometido por ella en la planeación del procedimiento de selección del contratista, pues esta, de acuerdo con el numeral 18 del artículo 25 de la Ley 80 de 1993, solo procede cuando no es posible realizar una selección objetiva del contratista. Por el contrario, “[l]a regla de la adjudicación compulsoria obliga a la administración pública siempre a escoger el contratista que haya presentado la propuesta más favorable. Además, la jurisprudencia ha reiterado que la administración no puede declarar desierto un proceso por motivos arbitrarios o discrecionales.” (Resaltado fuera de texto original) 
Bajo esta premisa, y considerando que la regla de la adjudicación compulsoria salvaguarda el derecho del proponente que formuló la mejor oferta, ¿es dable concluir que la indisponibilidad presupuestal externa de la Entidad (el bloqueo de recursos), no configura una causal legal de desierta y que recurrir a ella constituiría una desviación de poder o una infracción al principio de economía por invocar su propia falta de previsión financiera?”

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad sólo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos concretos de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias ni a brindar asesorías sobre casos puntuales. 	
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias específicas que la hayan motivado, pero realizando unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con el problema jurídico de su consulta y teniendo en cuenta que mediante radicados Nos. 2_2026_10_20_011297 y 2_2026_10_20_011298 del 20 de octubre se dio traslado por competencia al Ministerio de Hacienda y Crédito Público respecto de la pregunta 1 numeral II y respuesta por falta de competencia en relación con las preguntas 1 y 2 del numeral III de su consulta, respectivamente. 

1. Problemas planteados:

De acuerdo con el contenido de su solicitud, esta Agencia resolverá los siguientes problemas jurídicos: i) ¿es revocable de forma unilateral el acto administrativo de apertura cuando se han presentado propuestas en un proceso de selección?, y ii) ¿cuándo procede la declaratoria de desierta de un proceso de selección?

2. Respuestas:

	[bookmark: _Hlk171694685]i. Conforme al criterio adoptado por la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente en el Concepto C-633 del 25 de octubre de 2022, el acto administrativo de apertura de un proceso de selección puede ser revocado unilateralmente, incluso cuando ya se hayan presentado propuestas, siempre que concurran las causales y los requisitos previstos en el artículo 93 de la Ley 1437 de 2011 (CPACA). Esta posición corresponde a la cuarta tesis jurisprudencial, según la cual la presentación de ofertas e incluso la publicación del informe de evaluación no transforman la naturaleza general del acto de apertura en un acto de carácter particular, por lo que la Administración no requiere el consentimiento previo y expreso de los proponentes ni del mejor oferente para revocarlo.
En consecuencia, las entidades estatales pueden revocar unilateralmente el acto de apertura cuando adviertan circunstancias que configuren alguna de las causales legales de revocación, particularmente cuando se evidencien decisiones contrarias al ordenamiento jurídico o al interés general que justifiquen retirar el acto del ordenamiento. Sin embargo, esta facultad no es discrecional ni ilimitada, pues exige que la decisión esté debidamente motivada, responda a una finalidad legítima y no resulte arbitraria.
ii. Según el numeral 18 del artículo 25 de la Ley 80 de 1993, la declaratoria de desierta “únicamente procederá por motivos o causas que impidan la escogencia objetiva” y debe adoptarse mediante acto administrativo que exprese, en forma detallada, las razones de la decisión. Esta Agencia ha señalado que esta norma, a falta de regulación especial, también se aplica a procesos distintos de la licitación, como la mínima cuantía, y que el acto que declara desierto el proceso debe señalar los hechos que dan lugar a la decisión y mostrar de qué modo esos hechos impiden la selección objetiva del contratista, como ocurre cuando no se presentan ofertas o ninguna cumple los requisitos del pliego de condiciones.
La jurisprudencia del Consejo de Estado ha precisado que la facultad de adjudicar o no un contrato estatal es reglada, por lo que “no cualquier hecho puede conducir a la declaratoria de desierta de un proceso de selección”, sino que es necesario que impida la selección objetiva de la propuesta dentro del marco dispuesto por el ordenamiento jurídico. Asimismo, ha indicado que la declaratoria debe estar suficientemente motivada, fundarse únicamente en motivos o causas que impidan la escogencia objetiva, y que la Entidad no está facultada para declarar desierta una selección contractual con el objeto de salvar o enmendar un error cometido por ella en la planeación del procedimiento de selección del contratista. Más recientemente, reiteró que “no se podrá declarar frustrado el proceso de selección por errores propios de la Administración”, de manera que la declaratoria solo procede cuando motivos o causas externos, y no imputables a la Administración, impiden la selección objetiva.



3. Razones de las respuestas:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones:

i. La revocatoria directa puede definirse como una de las especies de extinción de los actos administrativos en sede administrativa[footnoteRef:1]. Esta especie de extinción se diferencia de otras, pues “se trata de un mecanismo de extinción del acto administrativo y de sus efectos que opera por la voluntad de la propia administración. […] Esta figura debe distinguirse […] de la anulación, que es la desaparición o extinción del acto por decisión de autoridad jurisdiccional”[footnoteRef:2]. Adicionalmente, sobre la particular manera en que el legislador ha reglamentado la revocación directa en Colombia, debe decirse que se trata de un mecanismo unilateral de la administración, otorgado para que esta revise sus propias decisiones.  [1:  SANTOS RODRÍGUEZ. Jorge Enrique. Construcción doctrinaria de la revocación del acto administrativo ilegal. Universidad Externado de Colombia, 2005. p. 27. ]  [2:  RODRÍGUEZ. Libardo. Derecho Administrativo General y colombiano. Vigésima Edición. Tomo II. Editorial Temis, 2017. p. 85. ] 

De acuerdo con lo anterior puede afirmarse que, la revocación de los propios actos es una de las prerrogativas otorgadas en el ordenamiento jurídico a las Administraciones Públicas para lograr el cumplimiento de sus finalidades. En ese marco conceptual es preciso señalar que, una de las labores fundamentales del legislador cuando reconoce o crea una prerrogativa es compatibilizar su uso y ejercicio con los derechos de los administrados potencialmente involucrados o afectados. Por lo anterior, en las normas generales sobre procedimiento administrativo, o en otras normas especiales de derecho administrativo que contemplan la institución de la revocatoria directa, existe una decisión particular del legislador que da cuenta de la armonización que se ha hecho, para el caso particular, entre los derechos de los administrados y los intereses públicos en juego. 
En materia contractual, es necesario tener en cuenta que el acto administrativo de apertura agota sus efectos con la adjudicación o la declaratoria de desierta, según lo previsto en el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública. Sin embargo, este último cuerpo normativo guardó silencio respecto a la posibilidad de revocarlo. Teniendo en cuenta lo anterior, los Decretos Reglamentarios 066 de 2008, 2474 de 2008 y 734 de 2012 habían previsto la posibilidad de que las entidades revocaran el acto administrativo de apertura bajo la condición de que se verificara alguna de las causales contempladas en el artículo 69 del Código Contencioso Administrativo. Posteriormente, con la expedición del Decreto 1510 de 2013, que derogó el Decreto 734 de 2012, el cual, actualmente, se encuentra compilado en el Decreto 1082 de 2015, no se reguló la revocatoria del acto de apertura, quedando el tema en estado de incertidumbre. 
En ese contexto, la jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado ha distinguido dos (2) momentos para efectos de examinar la posibilidad de revocar de manera unilateral el acto de apertura: (i) el primer momento es antes de que se presenten ofertas, en el cual hay unanimidad de criterio respecto a la posibilidad de revocarlo unilateralmente, porque no se ha configurado ninguna situación particular y; ii) el segundo momento es cuando se presentan las ofertas en el proceso de selección. Frente a este caso, la jurisprudencia ha planteado cuatro (4) tesis, que resuelven el problema jurídico planteado en el presente concepto: ¿es revocable de forma unilateral el acto administrativo de apertura cuando se han presentado propuestas en un proceso de selección?
La primera tesis dispone que, antes de adjudicar un Proceso de Contratación, el acto de apertura es revocable de manera unilateral, siempre que concurra alguna causal prevista en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. Lo anterior en atención a que, ante la falta de una norma que regule aspectos como la revocabilidad de los actos administrativos expedidos durante la etapa precontractual, contractual o pos-contractual –salvo el acto administrativo de adjudicación, el cual tiene una norma expresa que determina su irrevocabilidad–, resulta aplicable el régimen general previsto en el CPACA, por remisión expresa del artículo 77 de la Ley 80 de 1993, el cual señala que: “En cuanto sean compatibles con la finalidad y los principios de esta ley, las normas que rigen los procedimientos y actuaciones en la función administrativa serán aplicables en las actuaciones contractuales. A falta de éstas, regirán las disposiciones del Código de Procedimiento Civil”[footnoteRef:3].  [3:  Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, sentencia del 26 de marzo de 2014, radicación 05001-23-31-000-1998-01503-01 (25.750).] 

Sin embargo, en la medida en que esté más avanzado el proceso de selección se irán consolidando “expectativas” jurídicas y económicas de los participantes y, en ese sentido, se incrementan los riesgos de causar daños ciertos y personales, que en caso de proferirse una revocatoria, podrán ser objeto de indemnización por parte de la administración, siempre y cuando exista prueba de su configuración. No obstante, es importante precisar que esta situación no afecta la validez del acto administrativo.
La segunda tesis plantea que no es posible revocar unilateralmente el acto de apertura, por cuanto la administración debe iniciar la actuación de que trata el artículo 97 del CPACA y solicitar el consentimiento de quien o quienes hayan presentado ofertas dentro del plazo previsto en los Pliegos de Condiciones. Lo anterior, por cuanto, una vez los interesados presentan sus respectivas ofertas, se genera la legítima expectativa de que su propuesta sea considerada y, en ese momento, la oferta pública de la administración, contenida en el acto de apertura del proceso de selección, se particulariza y se convierte en irrevocable.
De no contarse con tal consentimiento y si se produce la revocatoria, el acto surge viciado de nulidad por expedición irregular, a menos que se presente el supuesto previsto en la parte final del inciso segundo del derogado artículo 73 del CCA (que el acto haya ocurrido “por medios ilegales”), caso en el cual la administración puede revocarlo directamente, en cualquier estado del proceso de selección (hasta antes de la adjudicación o de la declaratoria de desierto), sin que entonces requiera el consentimiento expreso de los participantes[footnoteRef:4]. [4:  Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, sentencia del 26 de noviembre de 2014, radicación 760012331000199801093 01 (31.297).] 

Por su parte, la tercera tesis plantea que una vez se han recibido las propuestas, el acto de apertura no puede ser objeto de revocatoria directa en forma unilateral por parte de la Administración, sin el consentimiento expreso del mejor proponente. Toda vez que, este tiene en su haber la posición jurídica que se deriva de las reglas de la propia convocatoria, que no es otra que la de la oferta mercantil aceptada, la cual se concreta en el derecho a suscribir el contrato estatal. Lo anterior, por cuanto desde el momento en que la Administración recibe las ofertas de los proponentes y se cierra la presentación de propuestas, el Pliego de Condiciones –que en principio era un acto de carácter general– se convierte en un acto de alcance particular, del cual se genera dos derechos, uno para los proponentes de ser evaluados y otro para aquel que tenga la mejor propuesta, el cual consiste en ser seleccionado y a ejecutar el contrato estatal que le debe ser adjudicado[footnoteRef:5]. [5:  Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, sentencia del 27 de abril de 2016, radicación 2500-23-26-000-2007-00664-01(46818). ] 

Finalmente, la cuarta tesis dispone que, puede revocarse unilateralmente el acto de apertura del proceso de selección si se advierte la configuración de alguna de las causales y demás requisitos que dan paso a su procedencia, toda vez que al ser un acto administrativo de carácter general se torna evidente que la Administración no está condicionada a obtener el consentimiento previo y expreso de los proponentes o del mejor proponente para revocarlo. Además, la revocabilidad procede por cuanto es primordial y tiene preferencia la constatación del interés de la contratación, que no es otro que la garantía de las necesidades públicas frente a las expectativas negociales que nacieron respecto de los proponentes.
Teniendo en cuenta lo expuesto, por parte de esta Agencia se advierte que previo a la expedición del acto administrativo de adjudicación, no se consolidan derechos a favor de los proponentes, toda vez que hasta ese momento solo existen “meras expectativas” y, en algunas circunstancias, expectativas legítimas a favor de algún participante. Estos conceptos jurídicos alinderan tanto la existencia y alcance de un eventual derecho o expectativa, y el punto límite de proyección del atributo de la revocatoria del acto administrativo[footnoteRef:6]. [6:  Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, en sentencia del 2 de julio de 2021 de Exp. 58372.] 

En ese orden de ideas, para la tesis primera y cuarta la naturaleza jurídica del acto de apertura es la de un acto administrativo general por lo que resulta posible revocarlo de manera unilateral. Se diferencian en que, para la primera, una vez se han presentado las ofertas y conforme avanza el proceso de elección, se irán consolidando “expectativas” jurídicas y económicas de los participantes; mientras que, para la tesis cuarta, previo a la expedición del acto administrativo de adjudicación, no se consolidan derechos a favor de los proponentes, toda vez que hasta ese momento solo existen meras expectativas que se consolidan una vez se selecciona la mejor oferta.
Para la tesis segunda y tercera, una vez se presentan las propuestas en los procesos de selección, el acto de apertura se transforma en un acto administrativo de carácter particular, lo cual hace que adquiera el carácter de irrevocable. La diferencia está en que, para la tesis segunda, el acto se transforma en particular para todos los oferentes que presentaron propuesta en tiempo, razón por la cual se requiere de su aquiescencia para la revocatoria del acto de apertura; mientras que para la tesis tercera el acto de apertura se convierte en particular para el proponente que tenga la mejor oferta, razón por la cual se requiere de la aceptación de este último para poder proceder a la revocatoria del acto de apertura.
Conforme al criterio adoptado en el Concepto C-633 de 25 de octubre de 2022, la interpretación que mejor se ajusta al cumplimiento de los fines de la contratación estatal es la tesis cuarta, en tanto que la presentación de las propuestas e incluso la publicación del informe de evaluación no muta ni transforma el carácter general que ostenta el acto de apertura del proceso de selección contractual, pues quien concurre al llamado a presentar una propuesta o manifestar interés en presentarla, reconoce que de por medio está la realización de los fines de la contratación esperada, sin poder esgrimir expectativa alguna que se oponga a esa realización del interés general derivada de su participación y el cumplimiento de los requisitos que le hagan merecedor de una determinación definitiva, y a sabiendas de ello presenta la propuesta, por lo tanto, la revocabilidad procede por cuanto es primordial y tiene preferencia la constatación del interés de la contratación, que no es otro que la garantía de las necesidades públicas frente a las expectativas negociales que nacieron respecto de los proponentes. 
En ese orden de ideas, en caso de que se hayan cometido errores insaneables en el procedimiento, las Entidades Estatales pueden revocar el acto administrativo de apertura. Para ello, no están condicionadas a obtener el consentimiento previo y expreso de los proponentes o del mejor proponente para revocar el acto administrativo de apertura como la facultad que tiene la Administración, de oficio o a petición de parte, de modificar, reformar, sustituir o extinguir los efectos jurídicos del acto con miras a su enmienda o corrección, en tanto se advierta que la decisión administrativa representada en el acto trasgrede el ordenamiento jurídico o va en contra del interés general. En este sentido, como lo señala el Consejo de Estado: 

“La Administración puede, en aplicación del régimen general que rige la función administrativa y el atributo del acto, revocar directamente el acto de apertura del proceso de selección, si advierte la configuración de alguna de las causales y demás requisitos que dan paso a su procedencia, sin tener que cumplir, por las razones antes aludidas, los requerimientos establecidos respecto de los actos de carácter particular, por cuanto, como ya se advirtió (i) el acto de apertura no configura una oferta en los términos del derecho mercantil; (ii) la licitación pública es un proceso que se define por sí mismo, que si bien no es enteramente ajeno a figuras del derecho comercial, tiene sus características, particularidades y regulación propia que lo diferencian y delimitan de los conceptos tradicionales del derecho mercantil; (iii) ante la advertencia de razones de interés público que entran en contraposición con lo indicado al ordenar la apertura de la licitación, la Administración debe propender por proteger y garantizar el interés general y no perseverar en su contra forzando una irregular adjudicación; (iv) las entidades estatales, por medio del ejercicio de las funciones que le son atribuidas, materializan los fines estatales, que no son otros que el interés general, acorde con la realidad que enmarca el momento de su actuación; y, (v) los actos administrativos, como son el que ordena la apertura del proceso de selección y el que lo revoca, son instrumentos que tienen una finalidad esencial, la protección del interés general o público, en una gestión que responde de manera dinámica a la salvaguarda del interés público comprometido[footnoteRef:7]”. [7:  Ibidem.] 


El artículo 93 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo define de manera taxativa las causales de revocación directa: que el acto sea manifiestamente contrario a la Constitución o a la ley, que no esté conforme con el interés público o social o atente contra él, y que cause agravio injustificado a una persona. Como bajo la cuarta tesis el acto de apertura conserva su naturaleza general hasta la adjudicación, su revocación no se rige por el artículo 97, que reserva la exigencia de consentimiento previo, expreso y escrito a los actos de carácter particular y concreto, sino por las causales del artículo 93 y por la oportunidad prevista en el artículo 95. Esta última admite la revocación mientras no se haya notificado el auto admisorio de la demanda y, en materia contractual, antes de que el acto de apertura agote sus efectos con la adjudicación o la declaratoria de desierta. En consecuencia, una circunstancia sobreviniente que comprometa el interés general puede encuadrar en la segunda causal, caso en el cual corresponde a la entidad demostrar en la motivación del acto de qué modo la continuación del proceso se tornó contraria a ese interés, sin que le sea dado fundar la revocación en su propia falta de previsión.
Bajo este contexto, aun cuando ya existan ofertas no se exige su consentimiento previo, expreso y escrito, pero sí se exige que concurra una causal del artículo 93 del CPACA y que la decisión sea motivada, sin arbitrariedad y con una finalidad de interés público. Por consiguiente, si alguno de los participantes considera que la revocación del acto de apertura, aun cuando se encuentre sustentada en una causal legal y responda a una finalidad legítima, le ocasionó un perjuicio que no estaba jurídicamente obligado a soportar, podrá acudir a la jurisdicción de lo contencioso administrativo para desvirtuar la presunción de legalidad de dicho acto con la posibilidad aparejada de que se restablezcan los derechos o se indemnicen los daños a partir de la valoración concreta que realice el juez sobre su procedencia. En tal evento, será el juez quien determine la existencia de la responsabilidad patrimonial y, de resultar procedente, establezca la naturaleza, el alcance y la cuantía de la reparación correspondiente. (Respuestas a las preguntas del bloque 2).
Sobre el alcance del resarcimiento, importa precisar que la legalidad de la revocación no excluye, por sí misma, la eventual obligación de reparar. La jurisprudencia de la Sección Tercera ha reconocido que, aun cuando el acto de revocatoria sea legal, si con él se causa un daño antijurídico la administración está obligada a repararlo, en los términos del artículo 90 de la Constitución, según se recoge en la sentencia de 26 de noviembre de 2014 que el consultante invoca. En ese escenario, el interés indemnizable se contrae, por regla general, a los gastos en que incurrió el oferente en la elaboración y presentación de la propuesta y a la pérdida de la oportunidad de celebrar y ejecutar otro contrato, pues la terminación anormal del proceso desconoce la buena fe y la confianza legítima que gobiernan la etapa precontractual. Con todo, la revocación no genera de manera automática un derecho a la indemnización, porque el daño debe ser cierto, estar probado y revestir el carácter de antijurídico, esto es, que el afectado no tuviera el deber jurídico de soportarlo. La determinación de la responsabilidad y de la reparación es competencia del juez contencioso administrativo, de modo que no corresponde a esta Agencia, por la vía consultiva, declarar su procedencia ni su cuantía.
Dentro de este marco, las entidades estatales serán las responsables de analizar los supuestos fácticos y jurídicos para determinar la procedencia del acto de revocatoria del acto de apertura y su aplicación en cada caso concreto. Lo anterior, en la medida que no existe algún criterio objetivo que permita hacer las distinciones mencionadas en la consulta.
ii. En cuanto al segundo problema jurídico, la declaratoria de desierta de un procedimiento de selección consiste en la decisión de la entidad contratante de no adjudicar el contrato, esto es, de no seleccionar al futuro contratista originado en un procedimiento de selección, por presentarse los supuestos establecidos por el legislador para dicha declaratoria. El numeral 18 del artículo 25 de la Ley 80 de 1993 dispone que “La declaratoria de desierta de la licitación únicamente procederá por motivos o causas que impidan la escogencia objetiva y se declarará en acto administrativo en el que se señalarán en forma expresa y detallada las razones que han conducido a esa decisión”. Esta Agencia ha señalado que esta norma, a falta de regulación especial, también se aplica a procesos distintos de la licitación, como la mínima cuantía, y que el acto que declara desierto el proceso debe señalar los hechos que dan lugar a la decisión y mostrar de qué modo esos hechos impiden la selección objetiva del contratista, como ocurre cuando no se presentan ofertas o ninguna cumple los requisitos del pliego de condiciones[footnoteRef:8]. [8:  Ver: Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente. Conceptos C-1168 del 29 de septiembre de 2025, C-145 del 16 de julio de 2024, C-715 del 22 de noviembre de 2024 y C-840 del 11 de diciembre de 2024.] 

La jurisprudencia del Consejo de Estado ha precisado que la facultad de adjudicar o no un contrato estatal es reglada, por lo que “no cualquier hecho puede conducir a la declaratoria de desierta de un proceso de selección”, sino que es necesario que impida la selección objetiva de la propuesta dentro del marco dispuesto por el ordenamiento jurídico[footnoteRef:9]. Asimismo, ha indicado que la declaratoria debe estar suficientemente motivada, fundarse únicamente en motivos o causas que impidan la escogencia objetiva, y que la Entidad no está facultada para declarar desierta una selección contractual con el objeto de salvar o enmendar un error cometido por ella en la planeación del procedimiento de selección del contratista[footnoteRef:10]. Más recientemente, reiteró que “no se podrá declarar frustrado el proceso de selección por errores propios de la Administración”, de manera que la declaratoria solo procede cuando motivos o causas externos, y no imputables a la Administración, impiden la selección objetiva[footnoteRef:11]. [9:  Consejo de Estado. Sección Tercera. Subsección A. Sentencia del 1 de octubre de 2014. Rad. 25000-23-26-000-2005-00214-01 (34.778). C.P. (E) Hernán Andrade Rincón. Citando: Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera, Subsección B, 3 de mayo de 2013, radicación número: 25000-23-26- 000-1998-01825-01 (23734). Consejero Ponente (E): Danilo Rojas Betancourth,]  [10:  Consejo de Estado. Sección Tercera. Subsección B. Sentencia del 31 de agosto de 2017. Rad. 25000-23-26-000-1999-00744-01 (25.740). C.P. Ramiro Pazos Guerrero.]  [11:  Consejo de Estado. Sección Tercera. Subsección A. Sentencia del 6 de diciembre de 2024. Rad. 25000-23-36-000-2014-00859-01 (60.644). C.P. María Adriana Marín. Citando: Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia 3 de mayo de 2013, Rad. 23734 (fundamento jurídico 7), en Antología Jurisprudencias y Conceptos, Consejo de Estado 1817-2017 Sección Tercera Tomo A, Bogotá, Imprenta Nacional, 2018, pp. 236-237, disponible en https://cutt.ly/0Q9KFJH.] 

En armonía con lo anterior, el artículo 2.2.1.1.2.2.6 del Decreto 1082 de 2015 permite a la Entidad Estatal adjudicar el contrato cuando solo se haya presentado una oferta, siempre que esta cumpla con los requisitos habilitantes exigidos y satisfaga los requisitos del pliego de condiciones. Por tanto, la existencia de una única oferta no es, por sí misma, una causa para declarar desierto el proceso. Cuando existe al menos una oferta que cumple los requisitos del pliego o que podría cumplirlos mediante la subsanación, la Entidad debe agotar previamente el requerimiento de subsanación y proceder con la adjudicación cuando el proponente resulte habilitado y cumpla con los requisitos estipulados en los documentos del proceso. Una causa de naturaleza formal o documental subsanable —y con mayor razón, una que no fue requerida al proponente— no constituye un motivo que impida la escogencia objetiva, pues el ordenamiento prevé un mecanismo específico para superarla. Tampoco lo es un error de la propia Entidad en la evaluación o en la estructuración del proceso.
En este sentido, la declaratoria de desierta de un proceso de selección deberá responder a la existencia de motivos o causas que, de manera efectiva, impidan realizar una selección objetiva del contratista, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 18 del artículo 25 de la Ley 80 de 1993. En consecuencia, cuando se presenten circunstancias sobrevinientes, incluso de naturaleza presupuestal, que puedan afectar la continuidad del procedimiento, la entidad deberá examinar las particularidades del caso y determinar si estas corresponden a circunstancias externas y no imputables a la Administración que imposibiliten efectivamente la selección objetiva. Para ello, deberá verificar que los supuestos invocados se enmarquen en las previsiones legales y los criterios jurisprudenciales que regulan esta figura, y exponerlos de manera clara, suficiente y detallada en el acto administrativo que declare desierto el proceso. (Respuestas a las preguntas del bloque 3).
Conviene distinguir la figura aplicable según la causa que se invoque. La declaratoria de desierta se reserva para los supuestos en que resulta imposible la escogencia objetiva del contratista, esto es, cuando no se presentan ofertas o cuando ninguna de las presentadas permite seleccionar la propuesta más favorable conforme a las reglas del pliego. La indisponibilidad o el bloqueo sobreviniente de los recursos no afecta, por sí mismo, la posibilidad de comparar las ofertas y escoger objetivamente la mejor, sino la ejecución y el pago del contrato, de manera que, como regla general, no constituye un motivo que impida la selección objetiva en los términos del numeral 18 del artículo 25 de la Ley 80 de 1993. Por esa razón, cuando la causa sobreviniente atañe a la disponibilidad de los recursos y no a la aptitud de las ofertas, su tratamiento corresponde a las figuras previstas para ello, entre ellas la revocatoria directa por razones de interés público, con las consecuencias indemnizatorias que llegaren a establecerse, y no a la declaratoria de desierta. Admitir lo contrario permitiría encubrir, bajo la forma de la desierta, una falta de previsión presupuestal imputable a la propia entidad, que el ordenamiento excluye como causa de esa declaratoria.
iii. Al margen de la explicación precedente debe advertirse que el análisis requerido para resolver problemas específicos en torno a la gestión contractual de las entidades públicas debe ser realizado por quienes tengan interés en ello, de acuerdo con lo explicado en la aclaración preliminar del presente oficio. De esta manera, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados adoptar la decisión correspondiente y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.
	Dentro de este marco, la entidad contratante definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en el procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones.   

4. Referencias normativas:

	· Constitución Política, artículo 90. Ley 80 de 1993, artículos 25, 49 y 77. 
· Ley 1437 de 2011, artículos 93, 95 y 97. 
· Decreto 1082 de 2015, artículo 2.2.1.1.2.2.6



5. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente se pronunció sobre la revocatoria del acto de adjudicación en los conceptos C-524 de 18 de agosto de 2020, C-549 del 28 de agosto de 2020, C-363 del 14 de septiembre de 2021, C-618 del 5 de octubre de 2022, C-633 del 25 de octubre de 2022, C-750 del 1 de diciembre de 2022, C-252 del 7 de julio de 2023, C-770 del 5 de diciembre de 2024, C-988 del 28 de enero de 2025, C- 063 del 3 de marzo de 2025, C-945 del 23 de agosto de 2025, C-700 del 11 de mayo de 2026, entre otros. Sobre la declaratoria de desierta se pronunció en los conceptos C-145 del 16 de julio de 2024, C-715 del 22 de noviembre de 2024, C-840 del 11 de diciembre de 2024, C-1168 del 29 de septiembre de 2025 y C-1643 del 28 de octubre de 2026. Los conceptos de esta Subdirección se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de relatoría de la Agencia, al cual puede accederse a través del siguiente enlace: https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos.  

Las garantías no son un requisito formal: son el instrumento con el que se protege el patrimonio público frente a los riesgos del contrato. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a consultar la nueva versión de la Guía para la Exigencia y Constitución de Garantías en los Procesos de Contratación, dirigida a las entidades sometidas al EGCAP y a las de regímenes exceptuados, así como a proveedores y órganos de control. Encontrarás orientaciones sobre las clases de garantías admisibles, la correspondencia entre riesgos asignados y amparos exigidos, su suficiencia y vigencia, y el procedimiento para hacerlas efectivas. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-de-garantias-en-procesos-de-contratacion
De otro lado, te contamos que el Decreto 287 del 19 de marzo de 2026 sustituyó los artículos 2.2.1.2.4.2.6., 2.2.1.2.4.2.7. y 2.2.1.2.4.2.8. del Decreto 1082 de 2015 y estructuró el Sistema Integral de Preferencias en favor de las personas con discapacidad, en cumplimiento del artículo 13 de la Ley Estatutaria 1618 de 2013. Para orientar su aplicación, esta Agencia expidió la Circular Externa 003 del 12 de mayo de 2026, en la que precisa quiénes son los beneficiarios, las cinco medidas que integran el sistema y su obligatoriedad según la modalidad de selección, y el régimen de transición aplicable a los procesos en curso. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-003-de-2026
Recuerda también que la información sobre sanciones e inhabilidades solo cumple su función preventiva si llega oportunamente a los registros públicos. Sobre este deber, esta Agencia expidió la Circular Externa 002 del 5 de mayo de 2026, dirigida a todas las entidades del Estado sin distinción de su régimen contractual, en la que reitera la obligatoriedad de reportar caducidades, multas, sanciones, declaratorias de incumplimiento e inhabilidades ante las Cámaras de Comercio, la Procuraduría General de la Nación y el SECOP, e indica los responsables, los portales dispuestos para el efecto y las consecuencias disciplinarias de omitir este deber. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-002-de-2026
Finalmente, si quieres seguir de cerca la actividad de la Agencia, la tercera edición de 2026 del Radar de la Compra Pública reúne, entre otros contenidos, la Circular Externa 003 de 2026, el Decreto 552 de 2026, un estudio sobre inteligencia artificial en la compra pública, los avances de la Relatoría, análisis jurisprudencial, conceptos jurídicos destacados y la oferta de la Escuela Virtual ANCP-CCE. Descárgalo aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/boletin/boletin-edicion-n-3-de-2026-radar-de-la-compra-publica"
Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce

Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1 del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente,
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